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I N F O R M E

1. En la sesión de 16 de febrero pasado, la Mesa del Parlamento de Navarra, de acuerdo con la Junta de Portavoces, adoptó el siguiente Acuerdo:
“1.º Abrir el cauce y señalar el calendario para el cumplimiento de la Ley Foral 2/2014, de 17 de febrero, por la que se regulan los órganos rectores de determinadas fundaciones, nombrando al efecto los miembros de la Fundación prevista en dicha Ley, previo señalamiento de plazo para designación de candidatos por los Grupos Parlamentarios.

2.º Solicitar de los Servicios Jurídicos de la Cámara, la elaboración de una propuesta de Normas para la elección del Presidente y de cinco miembros del Patronato de la Fundación Caja Navarra”

La Ley Foral 2/2014, de 17 de febrero, por la que se regulan los órganos rectores de determinadas fundaciones establece un régimen jurídico específico para las fundaciones incluidas en su ámbito de aplicación. En lo que es ahora de nuestro interés, resalta en dicho régimen especial el aspecto organizativo de dichas fundaciones, según el cual “su órgano de gobierno será un patronato compuesto por nueve personas” (art. 1). Conforme a lo previsto en los arts. 3.1.a) y b) y 10 de la mencionada Ley Foral corresponde al Parlamento de Navarra elegir a cinco miembros del Patronato y a su Presidente.
A los efectos de tal elección y dando cumplimiento al apartado 2.º del Acuerdo de 16 de febrero, antes referenciado, se ha elaborado la correspondiente propuesta de Normas electivas, siguiendo el patrón de otras aprobadas con anterioridad para supuestos similares, siendo de precisar lo siguiente:

· La Ley Foral 2/2014 contempla de forma diferenciada los supuestos de elección del Presidente del Patronato (y de la Fundación) y de cinco miembros de este órgano, razón por la que en la propuesta de Normas ambos supuestos son objeto de regulación específica a lo largo del ‘iter’ electoral.

· La reiterada Ley Foral 2/2014 no exige requisito alguno que deba reunir quien sea propuesto para el cargo de miembro del Patronato. Tampoco establece exigencia específica alguna al respecto el resto de la legislación foral aplicable. En las normas se propone la exigencia contenida en el art. 15.2 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de fundaciones, relativa a la plena capacidad de obrar y a la no inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos. En principio dicha regulación estatal sería solo aplicable, en su caso, a Navarra con carácter supletorio, aunque -de forma singular, el requerimiento de la plena capacidad de obrar- no parece fácil excusar su cumplimiento. Desde luego, 

ambos requisitos –entre otros- se exigen actualmente en el art. 12 de los Estatutos de la Fundación Bancaria Caja Navarra.
· No se fijan las fechas de presentación de candidaturas y de elección, que han de ser fijadas discrecionalmente por la Mesa y la Junta de Portavoces.

· Aunque el art. 4 de la reiterada Ley Foral 2/2014 alude a la formalización posterior de la aceptación del cargo de patrono, en la forma que determine el Protectorado y sin perjuicio de que ello tenga lugar, parece pertinente en el momento previo a la elección parlamentaria el establecimiento del requisito de aceptación simple, en prevención de consecuencias indeseadas.

· Habrá de decidirse el número máximo de integrantes de las candidaturas a patronos, ya sea el de cargos a elegir, ya un número inferior si se desea potenciar el pluralismo representativo.

· Como en precedentes ocasiones, no se prevé la posibilidad de que los Parlamentarios Forales no adscritos puedan presentar candidaturas.
2.º El Acuerdo de 16 de febrero pasado hace referencia a “abrir el cauce y señalar el calendario para el cumplimiento de la Ley Foral 2/2014…., nombrando al efecto los miembros de la Fundación prevista en dicha Ley…”. En la exposición de motivos de dicha Ley Foral, tras relatar el proceso de reestructuración y resolución de Cajas de Ahorros en el ámbito de la normativa estatal que desembocó en la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de Cajas de Ahorros y Fundaciones Bancarias, se afirma lo siguiente:

“En virtud de dichas disposiciones, la Fundación Caja Navarra ha de convertirse en una fundación ordinaria sujeta a las normas generales sobre la materia, esto es, a las ya citadas del Fuero Nuevo de Navarra y de la Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.
Las peculiares características de las fundaciones provenientes de la transformación de las cajas de ahorros aconsejan, dentro de las competencias de la Comunidad Foral en materia de fundaciones, completar su regulación con algunas normas específicas referidas a sus órganos rectores”.

Resulta, por ello, indubitado que la única fundación prevista expresa y nominalmente en la reiterada Ley Foral 2/2014 es la Fundación Caja Navarra, de la que se afirma que ha de convertirse en una fundación ordinaria sujeta a la legislación foral que se cita y a las normas complementarias de carácter organizativo contenidas en la nueva Ley Foral. Por lo demás, no parece existir controversia acerca de que la Fundación Caja Navarra es la única fundación especial proveniente de la transformación de una Caja de Ahorros existente en Navarra y con un ámbito principal de actuación circunscrito a la Comunidad Foral. En coherencia con todo ello y en cumplimiento de lo dispuesto de forma expresa en el apartado 2.º del Acuerdo de 16 de febrero pasado, las normas electorales que se acompañan se circunscriben de forma inequívoca a la Fundación Caja Navarra.

En este estado de cosas es menester recordar un hecho notorio e incontrovertido, cual es la existencia actual de una denominada “Fundación Bancaria Caja Navarra”, cuyos Estatutos fueron aprobados por Acuerdo del Gobierno de Navarra de 27 de junio de 2014 y por Orden del Ministerio de Economía y Competitividad de la misma fecha. Obviamente, la Fundación se constituye como específicamente bancaria, tal como resulta notoriamente de su propia denominación, en la forma que se fundamenta en la exposición de motivos de los Estatutos y con arreglo al régimen jurídico que estos establecen. Es de resaltar que en el momento de la aprobación de dichos Estatutos se hallaba suspendida la vigencia de la Ley Foral 2/2014, en virtud de providencia del Tribunal Constitucional de 10 de junio de 2014, suspensión de la vigencia y aplicación que fue ratificada por el Alto Tribunal mediante Auto 265/2014, de 4 de noviembre de 2014.
Hoy no existe una fundación especial dimanante de la extinción de una Caja de Ahorros, sino una fundación bancaria denominada Fundación Bancaria Caja Navarra, que es el resultado de la transformación de la fundación Caja Navarra al amparo de la Ley estatal 26/2013, en el entendimiento que sobre su configuración jurídica abrigaron los poderes públicos foral y estatal habilitados para la reforma de los Estatutos, conforme a lo previsto en la disposición final primera de las normas estatutarias de 2013 que rigieron la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Navarra.

En este contexto, el suscribiente se ve en la obligación de advertir de los óbices jurídicos que pueden dificultar la efectividad de lo que en el Acuerdo del pasado 16 de febrero se denomina “abrir el cauce y señalar el calendario para el cumplimiento de la Ley Foral 2/2014”. En efecto, en el actual estado de cosas la aplicación directa y automática de dicha Ley Foral a la “fundación prevista” en tal norma, esto es a la “Fundación Caja Navarra” en cuanto fundación ordinaria, según sostiene el legislativo en su preámbulo, es un desiderátum de muy difícil realización. Dicho pretendido objeto de aplicación legal hoy no existe ni con tal denominación ni con la naturaleza jurídica que se le atribuye
En relación con ello es preciso describir la situación jurídica alternativa planteada con la entrada en vigor, tanto de la Ley estatal 26/2013, como de la Ley Foral 2/2014, respecto a la transformación de las fundaciones de carácter especial, bien sea en fundaciones bancarias, bien en fundaciones ordinarias. La disposición adicional primera de la Ley 26/2013 otorgaba un plazo de seis meses desde su entrada en vigor para su transformación en el tipo de fundación que procediera –bancaria o especial- en atención a los requerimientos establecidos en el art. 32 de dicha ley. Habiendo entrado en vigor dicha Ley estatal el día 29 de diciembre de 2013, el plazo de seis meses para realizar la transformación finalizaba el 28 de junio de 2014. Por su parte, la disposición transitoria primera de la Ley Foral 2/2014 establecía idéntico plazo para que “las fundaciones especiales constituidas en Navarra” adaptasen sus estatutos a las disposiciones de la Ley Foral… “para su transformación en fundación ordinaria”. Es de reiterar de nuevo que desde el 10 de junio de 2014 la mencionada Ley Foral tenía suspendida su vigencia.
Pues bien, quienes –en el mencionado interregno de seis meses- estaban facultados y obligados a transformar la fundación especial Caja Navarra, lo hicieron –tal como sobradamente sabemos- decantándose por una de las dos opciones previstas en la Ley, precisamente por aquella que se ha dado en denominar jurídicamente “fundación bancaria”. Y es de destacar que en el momento en que lo hicieron (17 de junio de 2014) carecía de vigor la Ley Foral 2/2014. Hoy es discutida la procedencia de que la fundación especial “Caja Navarra” se haya transformado en la “Fundación Bancaria Caja Navarra”. Algunos preconizan su consideración de fundación ordinaria y la inmediata aplicación de la Ley Foral 2/2014, una vez recuperado su vigor y matizado su alcance tras pasar –dicho sea respetuosamente- por el lecho de Procusto del Tribunal Constitucional.
Sin embargo, como hemos señalado, lo que hoy realmente existe es una “fundación bancaria”, cuyos Estatutos resultan difícil de cohonestar o, simplemente, devienen incompatibles con las previsiones de la Ley Foral 2/2014. Tal como se apunta en el informe de los Servicios Jurídicos de 18 de febrero del año en curso, por alambicada que pueda resultar la situación susceptible de ser generada, se está ante simples cuestiones de legalidad ordinaria que han de poder ser resueltas mediante los mecanismos procesales habilitados por el ordenamiento jurídico. En efecto, siendo hoy la situación la que es y sus consecuencias las que de ella se derivan, ni una ni otras son jurídicamente irreversibles. Ahora bien, su reversión se producirá, en su caso, a través de los mecanismos procedimentales admitidos por el Derecho, lo cual, naturalmente, no obsta a la negociación política que resulte, en su caso, pertinente. Como tampoco obsta a la adopción de las medidas legislativas singulares que puedan arbitrarse.
Naturalmente, las anteriores prevenciones puestas de manifiesto no empecen la simple aprobación de las Normas electivas a que se contrae este informe por mucho que resulte jurídicamente incierto –en el actual estado de cosas- el devenir del resultado electoral que a su amparo se alcance. En este sentido, nos hemos de hacer eco nuevamente de lo sostenido en el informe de estos Servicios Jurídicos de 18 de febrero pasado acerca del fenecimiento de los plazos establecidos en las disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley Foral 2/2014, enderezados a la adaptación de los Estatutos de las fundaciones de carácter especial a lo previsto en dicha Ley Foral, “… para su transformación en fundaciones ordinarias”. Siendo ello así, en tanto subsista una fundación bancaria (Fundación Bancaria Caja Navarra), regida por unos Estatutos acordes a su naturaleza jurídica e incompatibles con las previsiones y requerimientos de la reiterada Ley Foral, no parece aventurado predecir la probable inefectividad del proceso electivo a que se contrae este Informe.
Es cuanto se tiene el honor de informar, sin perjuicio de que la Junta de Portavoces y la Mesa adopten la decisión que estimen procedente.

Pamplona, 19 de febrero de 2015.

EL LETRADO MAYOR, 

Miguel Esparza Oroz 

